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RESUMEN

 Es necesario siempre determinar las fuentes directas que determinan el 
derecho constitucional educativo de nivel terciario, entendido por el nivel 
universitario, amparado dentro de nuestro ordenamiento constitucional del año 
1992, en la parte I, donde se halla conforme a la doctrina la parte dogmática de 
nuestro ordenamiento. Veremos íntegramente, esta liberalidad conferida con 
rango constitucional de autodeterminación para instituciones educativas 
universitarias y sus límites dentro del respeto del marco jurídico nacional. 
Iniciando con una revisión histórica constitucional del surgimiento de la mención 
del nivel universitario en ordenamientos de índole constitucional, que permitió la 
evolución del resguardo del derecho en nuestro país. Finalmente expondremos la 
visión sobre el tema de la institución encargada de regir la educación superior en 
nuestro país.
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ABSTRACT

 It is always necessary to determine the direct sources that determine the 
constitutional educational right of tertiary level, understood by the university level, 
protected within our constitutional order of the year 1992, in part I, where the 
dogmatic part of our dog is subject to the doctrine ordering We will see in full, this 
liberality conferred with constitutional rank of self-determination for university 
educational institutions and their limits within the respect of the national legal 
framework. Starting with a constitutional historical review of the emergence of the 
mention of the university level in constitutional systems, which allowed the 
evolution of the protection of law in our country. Finally, we will present the vision 
on the subject of the institution in charge of governing higher education in our 
country.

“Pero mi propósito no es enseñar aquí el método que cada uno ha de seguir 
para conducir bien su razón, sino tan sólo permitir ver 

de qué manera he tratado de conducir la mía”�
Descartes.
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ABORDAJE

 El control y la estructura de la idea debatida en la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991, en relación a la autonomía universitaria, nos hace revisar sus 
fundamentos y sustentos jurídicos en tiempos donde el relativismo académico nos 
interpela a sostener principios básicos de la naturaleza misma de la educación 
superior plasmados con la sanción de la Constitución de la República del Paraguay 
de 1992.

 Abordamos la cuestión de la autonomía universitaria, garantía especial 
que posee la educación terciaria para cautelar su bien más preciado, la 
autodeterminación, tendiente a la formación integral de las personas en sociedad. Es 
en sí una cuestión sumamente relevante, pues la educación es la piedra angular del 
desarrollo de una nación y del ejercicio pleno de derechos, conociéndolos y 
exigiendo su respeto, tanto por parte del Estado como de particulares, posibilitando 
la participación ciudadana íntegra en sociedad.

 Antes del abordaje pleno del tema que nos ocupa, a fin de contextualizar el 
surgir y la determinación con rango constitucional de la autonomía universitaria, 
veamos de manera breve, a modo de revisión histórica, el nacimiento del nivel 
terciario en nuestro país, que nos permite analizar en nuestro tiempo el alcance de la 
autonomía universitaria.

 La relevancia del análisis del presente tema que nos ocupa se fundamenta 
en la “transición inacabada”�, pendiente del  fortalecimiento de la democratización 
social de nuestro país, que debe sustentarse en “la plena participación de los 
ciudadanos en los asuntos público, (pues) constituye un factor principal de la 
transición”� a una democracia aplicada efectivamente.

I- ANTECEDENTES

 Previamente, debemos recordar que en nuestro país, el sistema educativo 
terciario o  universitario tuvo una aparición tardía en los ordenamientos de índole 
constitucional, expresamente, vemos como es sistematizado con posterioridad a la 
guerra de la triple alianza, en el ordenamiento de 1870, con una capital ocupada por 
fuerzas aliadas y el establecimiento de un gobierno provisorio, que sin declarar o 
dejar sin efecto al ordenamiento de 1844, convocó a una Asamblea Constituyente 
para analizar una nueva Constitución para la diezmada nación paraguaya presa de 
sus ocupantes.
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 Para el trabajo se designó una “comisión redactora, integrada por 
Facundo Machaín, Juan José Decoud, Juan Silvano Godoy, Salvador Jovellanos y 
Miguel Palacios. A ella le sirvió de base el Proyecto de Decoud, inspirada en la 
Constitución argentina de 1853”�, es aprobada y sancionada el 18 de noviembre de 
1870, pese a las circunstancias, con las ideas propias de sus delegados en 
fundamentos del debate constituyente, motivados por intereses de su tiempo y 
movidos por intensiones de un mejor porvenir.

 Citamos el párrafo precedente, pues es en dicho ordenamiento, donde 
encontramos por primera vez, la referencia al término educativo de nivel terciario, 
en la “Segunda Parte”�, específicamente en el “Capítulo VII – Atribuciones del 
Congreso”�, al decir en el “art. 72: Corresponde al Congreso: 14- Proveer lo 
conducente a la prosperidad del país y sobre todo, emplear todos los medios 
posibles para el progreso y la ilustración general y universitaria”�.

 Pareciera meramente enunciativo y hasta superficial la referencia, al usar 
la denominación universitaria al fin de la apartado 14 del art. 72, citado, pero abre 
todo un nuevo nivel de formación integral de utilidad para la renaciente nación 
paraguaya, con el postulado expreso del empleo de medios posibles, es decir es el 
mismo Estado quien se encomienda ideales obligatorios inexcusables en torno a 
ello, pues persigue como fin que a partir de ellas se obtenga la prosperidad del país, 
en atención al contexto histórico al cual hacemos referencia, entendida como la 
necesidad de superponerse a una realidad adversa. Pero conforme se establece el 
nuevo nivel, no encontramos mención alguna al tema que nos ocupa, es decir, no 
menciona ni remotamente el término autonomía en ningún apartado, ni expresa ni 
tácitamente.

 La mención en el ordenamiento constitucional, como hemos mencionado, 
hace nacer un nuevo nivel de formación para los habitantes de nuestro país, quienes 
para aquel tiempo debían realizar viajes al exterior para especializar su formación 
profesional y en ocasiones volver para ejercer y ejecutar lo aprendido. Desde esta 
posibilidad el Estado se obliga a potenciar el nuevo nivel y conforme a su 
ordenamiento jurídico se establecen normas de rango infraconstitucional de 
diversas determinaciones, a las cuales no haremos mención, en atención al tema que 
deseamos puntualizar y en atención que su mención haría desviar el sentido del tema 
desarrollado.

 Cabe destacar que para el año 1889, es decir 19 años después del 
ordenamiento de 1870, ya había sido fundada la Universidad Nacional de Asunción 
- UNA, primera institución educativa superior de nuestro país, amparada por el 
ordenamiento constitucional mencionado anteriormente, y cuyo afianzamiento 
institucional veremos en el desarrollo histórico siguiente. Con lo cual, conforme al 
recuento la primera institución educativa superior, a la fecha cuenta con 130 años de 
existencia y funcionamiento. 

 Manifestado lo anterior, en una eventual línea del tiempo que trazamos, en 
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orden de prosecución, nos deviene el ordenamiento constitucional concedido por el 
Presidente de la República del Paraguay de 1940, entonces Gral. José Félix 
Estigarribia, elevado póstumamente al rango de Mariscal, comandante de las 
fuerzas militares paraguayas en la campaña del Chaco, en la contienda con el 
hermano pueblo de Bolivia, desarrollada del 1932 al 1935, lo cual lo dotó de una 
legitimidad plena para imponer la Carta Política de 1940, realizada por una 
Comisión Redactora creada al efecto, luego de furibundas agitaciones sociales en la 
época, y por la necesidad de dotar al Estado Paraguayo de instrumentos se ven en la 
necesidad de “declarar la caducidad de la Constitución de 1870”�.

 En función al cambio de ordenamiento de índole constitucional, 
encontramos nuevas determinaciones con mayores menciones y nociones relativas 
a las universidades ya desde las “Declaraciones Generales”��, en particular en el 
“art. 10: La educación primaria es obligatoria y gratuita. El gobierno fomentará la 
enseñanza secundaria, profesional y universitaria.”��, con lo cual podemos ver por 
primera vez la estructura educativa imperante globalmente plasmada con carácter 
constitucional en nuestro país, que representa una señal significativa en la necesidad 
de afianzar la educación por niveles con cargas propias del Estado que posibiliten el 
acceso del pueblo.

 Conforme señalamos anteriormente, el surgir de la UNA en 1889, en virtud 
de la Constitución de 1870, encontraremos en el ordenamiento de 1940 en lo 
referente al Consejo de Estado, en el “art. 62: Habrá un Consejo de Estado, del que 
formarán parte los Ministros del Poder Ejecutivo, el RECTOR DE LA 
UNIVERSIDAD NACIONAL, el Arzobispo del Paraguay,…”��, cuyas atribuciones 
son descriptas en el “art. 63”��, las cuales sugerimos revisar, pero en líneas generales 
disponen dictámenes sobre proyectos de decretos con fuerza de ley, asuntos de 
política internacional, de orden financiero, prestar acuerdos para designación de 
miembros de la Corte Suprema e incluso para ascensos militares, es decir una carga 
pública importante en el ejercicio del poder público en el control del Estado 
Paraguayo. Con ello vemos el rol del Rector de la única universidad del país, 
sumamente potenciado en virtud de la relevancia de su competencia y capacidad en 
atención a la relevancia social de la institución.

 Cerrando la mención del ordenamiento del año 1940, podemos encontrar 
en el apartado destinado a la estructura orgánica de “El Poder Judicial”��, 
específicamente en los artículos 81 y 86 exigencias propias para cargos conforme a 
requisitos académicos necesarios para acceder a ellos. En el caso de miembros de la 
Corte Suprema, conforme el “art. 81:… poseer título universitario de Doctor en 
Derecho…”��, En lo exigido para ser miembro del Tribunal de cuentas, según el 
“art. 86: … poseer título universitario o haber sido Ministro o Jefe de 
administración financiera…”��, que en nuestro país, en este tiempo, sólo podían ser 
emitidos únicamente por la UNA, salvo estudios fuera de país, destacando que para 
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el caso del Tribunal de cuentas bastaba cualquier título universitario, en 
contraposición a la exigencia explícita para el cargo de miembro de la Corte.

 Resulta importante mencionar, que para el año 1960, se crea la primera 
institución educativa de nivel terciario no pública, instituida por la Iglesia Católica 
en Paraguay, bajo el patrocinio de la Conferencia Episcopal Paraguaya, nacía el 13 
de febrero la Universidad Católica “Nuestra Señora de la Asunción”, cuyo 
funcionamiento es aprobado por Decreto N° 9350 del 22 de marzo de 1960 y cuyo 
primer estatuto es aprobado por el Poder Ejecutivo por Decreto N°11079/1960 del 
24 de junio de 1960, expresando en el “art. 1: La Universidad Católica del 
Paraguay “Nuestra Señora de la Asunción..”��, que tristemente con posterioridad 
de reformas estatutarias cayó en desuso. Es loable destacar la labor de nuestra 
institución, al ser la primera Universidad en abrir puertas tanto en Asunción y casi al 
mismo tiempo en las ciudades de Villarrica (Guaira - 1961) y Concepción 
(Concepción - 1961), mostrando el compromiso institucional de formar a las 
personas para las profesiones requeridas por la sociedad.

 Sostener en el poder de la República al Presidente de aquel tiempo, corría 
el año 1966, generó la necesidad de someter a una reforma constitucional íntegra del 
cuerpo normativo otorgado en su momento por el Mcal. Estigarribia, cuyo trabajo 
inició y culminó en el año 1967, con su sanción el 25 de agosto.

 Sobrados son los oscuros manejos sociales desarrollados en la época, pero 
abordando el tema que  nos ocupa,  dentro del “Capítulo V – Derechos, Garantías y 
Obligaciones”�� en el punto “2.  Derechos Sociales”��, específicamente en el título 
“b) Educación y Cultura”, inicia hablando en el “art. 89: Todos los habitantes 
tienen derecho a la educación para desarrollar sus aptitudes espirituales y físicas, 
formar su conciencia cívica y moral, y a capacitarse para la lucha por la vida. La 
enseñanza primaria es obligatoria y se consagra la libertad de impartirla. El 
Estado sostendrá las necesarias escuelas públicas para asegurar a todos los 
habitantes, en forma gratuita, la oportunidad de aprender, y propenderá a 
generalizar en ellas, por los medios a su alcance, la igualdad de posibilidades de 
los educandos. También sostendrá y fomentará, con los mismos criterios de 
igualdad y libertad, la enseñanza media vocacional, agropecuaria, industrial y 
profesional, y la superior o universitaria, así como la investigación científica y 
tecnológica.”��.

 De lo anterior, encontramos la descripción referencial del sistema 
educativo anhelado por el Estado en su contrato social, y la primera mención en 
relación a la educación universitaria, al decir “También sostendrá y fomentará, con 
los mismos criterios de igualdad y libertad, la enseñanza … y la superior o 
universitaria, así como la investigación científica y tecnológica.”, es decir, se obliga 
a sostener, en primer término y en segundo momento a fomentar, imponiéndose 
criterios inclusivos de acceso, al expresar las ideas de libertad e igualdad en una 
sociedad caracterizada, en aquel tiempo por las diferencias sociales muy marcadas, 
a una educación universitaria.

��Estatuto Universidad Católica, art. 1.
��Daniel Mendonca, Textos Constitucionales (Asunción, Paraguay: Intercontinental Editora, 2014), 156.
��Daniel Mendonca, Textos Constitucionales (Asunción, Paraguay: Intercontinental Editora, 2014), 164.
��Daniel Mendonca, Textos Constitucionales (Asunción, Paraguay: Intercontinental Editora, 2014), 166.
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 Pero, en referencia a nuestro tema, dentro del desarrollo constitucional 
nacional, el mayor avance se gesta en el “art. 91: La ley determinará el régimen de 
la enseñanza en todos sus grados así como el alcance de la autonomía universitaria 
y establecerá cuáles son las profesiones que necesitan título para su ejercicio, las 
condiciones que deben llenarse para obtenerlo, la autoridad que estará facultada 
para expedirlo y los controles a que estarán sujetas esas profesiones”��, interesante, 
pues pese a ser incluido el término autonomía universitaria, vemos como dentro de 
la disposición, inmediatamente, se busca determinar su límite, dejando al arbitrio 
legislativo ordinario el alcance, lo cual obviamente puede ajustarse conforme las 
necesidades políticas de turno. Lo siguiente, en relación a la determinación 
estructural administrativa que hacen a políticas públicas relacionadas a la existencia 
de profesiones o las autoridades facultadas para determinar su acceso, resulta 
regular en un ordenamiento de este carácter.

 Las últimas referencias relevantes, en función a nuestro tema, en la 
Constitución de 1967, las encontramos en el “art. 189: Integrarán el Consejo de 
Estado: … 3) El Rector de la Universidad Nacional de Asunción”��, y en referencia 
a las exigencias para ser miembro de la Corte Suprema de Justicia, conforme el “art. 
194…. poseer título universitario de Doctor en Derecho…”��, dotando relevancia 
sustancial a la formación académica de quienes ejercen dignidades de 
representación pública, pero ya no encontramos otra referencia relativa a la 
autonomía, más que la citada en el párrafo anterior, con lo cual su consagración es 
explícita pero marcada por la búsqueda de su limitación legal positiva. 

 Con el advenimiento de la democracia, en las puertas de un nuevo siglo, la 
sociedad paraguaya se vio en la necesidad de superar el ejercicio del poder público 
del régimen depuesto por medio de un golpe militar de Estado, y en pleno acuerdo 
político social de los órganos aún instaurados por el ordenamiento constitucional de 
1967, se determina convocar al poder constituyente para estudiar la posible sanción 
de una nueva constitución para el Paraguay, que fuera finalmente sancionada el 20 
de junio de 1992.

 

II- ACTUALIDAD

 Referido al tema, vemos con la construcción del pacto social en 
democracia, las ideas de restringir o limitar el goce o disfrute de derechos se ven, 
poco a poco, debilitados por el fortalecimiento, más que nada, de las exigencias 
sociales de romper esquemas estructurales devenidos de generaciones que 
establecían brechas discriminantes en nuestra sociedad. Tanto la libertad como la 
igualdad van en un avance progresivo de conquista de derechos, que nos colocan 
hoy en la necesidad de analizar nuevamente, temas supuestamente ya estudiados, 
pero con los cambios de paradigmas nos vemos en la necesidad de revisar ante los 
nuevos tiempos y desafíos que de manera cíclica nos interpelan.

��Daniel Mendonca, Textos Constitucionales (Asunción, Paraguay: Intercontinental Editora, 2014), 166.
��Daniel Mendonca, Textos Constitucionales (Asunción, Paraguay: Intercontinental Editora, 2014), 197.
��Daniel Mendonca, Textos Constitucionales (Asunción, Paraguay: Intercontinental Editora, 2014), 199.
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1- La Propuesta elaborada por el CIDSEP de la Universidad Católica 
“Nuestra Señora de la Asunción” de cara a la Asamblea Nacional 
Constituyente 1991

 Dentro de las opciones al momento de realizar las propuestas 
constituyentes, relacionadas al abordaje educativo, en específico lo relativo a la 
educación superior o universitaria, conforme conocemos hoy, en su tiempo se 
estudiaron proyectos constitucionales diversos, entre los que se destaca el trabajo 
elaborado por el Centro Interdisciplinario de Derecho Social y Economía Política 
(CIDSEP) de la Universidad Católica, que versa lo relacionado a la educación 
dentro del “Capítulo 2 – Derechos y Deberes Sociales”��, y directamente en 
“Sección 1 – Educación y Cultura”��, que propone en el “artículo 46: Todos los 
habitantes tienen derecho a la educación, que  tendrá por fin el pleno desarrollo de 
la personalidad”��, con lo cual encontramos el preludio inmediato que antecede a 
los términos como fue finalmente sancionado. Seguidamente, en el artículo 47, de la 
propuesta, nos hablarán de que “fomentará la enseñanza media vocacional, 
agropecuaria, industrial, y la superior o universitaria, así como la  investigación 
científica y tecnológica”��, haciendo referencia directa al rol del Estado dentro de la 
estructura educativa que con posterioridad sería acuñada con la sanción de la 
Constitución en el fomento del acceso a la educación universitaria de las personas 
como obligación del Estado Paraguayo, pero dejando constancia, que la propuesta 
tampoco proponía la gratuidad del nivel terciario, cuestión sí propuesta para los 
casos de otros niveles y más específicamente en la pública, no así en la educación 
privada. La idea sostenida en la presente propuesta veremos sancionada en el 
artículo 76 referida a “las obligaciones del Estado”�� de la Constitución de 1992.

 El tema que nos ocupa, lo encontramos dentro de la propuesta preparada 
por el CIDSEP-UC, dentro del “artículo 49 – Régimen de enseñanza: La ley 
determinará el régimen de la enseñanza en todos sus grados, así como la 
AUTONOMÍA UNIVERSITARIA y establecerá cuáles son las profesiones que 
necesitan título para su ejercicio, las condiciones que deben llenarse para 
obtenerlo y los controles a que  estarán sujetas esas profesiones.”��, la propuesta no 
fue adoptada de forma íntegra, pero conforme observaremos más adelante 
podremos encontrar que las ideas centrales han sido consideradas y observadas por 
los Constituyentes, en especial lo relacionado con la determinación de la autonomía 
universitaria, en cuanto a su abordaje y lo sustancial relativo a las profesiones que 
requieren una formación académica superior de nivel terciario.

 Nos resulta importante presentar la propuesta del Centro Interdisciplinario 
de Derecho Social y Economía Política (CIDSEP) de la Universidad Católica, en 
atención al esfuerzo y aporte relevante que se brindó por medio de ella, en ese 
tiempo, en función al necesario diálogo entre sociedad y academia para el 
fortalecimiento de la democracia, en nuestros días igualmente necesario. Hacer 

��CIDSEP-UC, Hacia una Constitución Democrática para el Paraguay – Tomo I (Asunción, Paraguay: CIDSEP-UC, 1992), 31.
��CIDSEP-UC, Hacia una Constitución Democrática para el Paraguay – Tomo I (Asunción, Paraguay: CIDSEP-UC, 1992), 31.
��CIDSEP-UC, Hacia una Constitución Democrática para el Paraguay – Tomo I (Asunción, Paraguay: CIDSEP-UC, 1992), 31.
��CIDSEP-UC, Hacia una Constitución Democrática para el Paraguay – Tomo I (Asunción, Paraguay: CIDSEP-UC, 1992), 31.
��Dr. Antonio Tellechea Solís y Dr. Luis Lezcano Claude, Constitución de la República del Paraguay (Asunción, Paraguay: La Ley 
Paraguaya S.A., 2002), 41.
��CIDSEP-UC, Hacia una Constitución Democrática para el Paraguay – Tomo I (Asunción, Paraguay: CIDSEP-UC, 1992), 31.
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mención al tratamiento y debate generado en relación al tema, conforme al diario de 
sesiones de la Asamblea Nacional Constituyente requeriría mayor detenimiento en 
la descripción histórica, por lo cual omitiremos ello en función a una economía 
estructural del presente ensayo, abordando directamente el texto conforme a la 
sanción.

III- CONTENIDO DE LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA - 1992

 En nuestra Constitución vigente (1992), finalmente fue sancionada dentro 
del “Título II – De los derechos, de los deberes y de las garantías”�� podemos 
encontrar lo relacionado a la educación en general, en la parte primera – dogmática, 
dentro de la estructura positiva de derechos fundamentales, dentro del “capítulo VII 
– De la Educación y de la Cultura”��, donde en el primer artículo del capítulo, el 73 
nos inicia hablando “del derecho a la educación y de sus fines”��, y dispone “toda 
persona tiene derecho a la educación integral y permanente…”��, lo que permite el 
resguardo relacionado a la libertad de la formación de cualquier persona sin 
distinción y a resguardo del Estado Paraguayo, en sentido amplio y la capacidad de 
razonar libremente en función a la formación, e incluso teniendo la posibilidad de 
una capacitación permanente e integral en busca del bienestar social. Con estas 
ideas, la Constitución traza los lineamientos generales para establecer el marco 
jurídico educativo del país que en artículos sucesivos harán referencia al tema que 
abordamos.

 Encontramos en concordancia con lo citado precedentemente en el 
artículo que nos ocupará:

  “artículo 79 – De las Universidades e Institutos Superiores: La finalidad 
principal de las universidades y de los institutos superiores será la formación 
profesional superior, la investigación científica y la tecnológica, así como la 
extensión universitaria.

 Las universidades son autónomas. Establecerán sus estatutos y formas de 
gobierno y elaborarán sus planes de estudio de acuerdo con la política educativa y 
los planes de desarrollo nacional. Se garantiza la libertad de enseñanza y la de 
cátedra. Las universidades, tanto públicas como privadas, serán creadas por ley, la 
cual determinará las profesiones que necesiten títulos universitarios para su 
ejercicio.”��

 Analicemos la redacción, de manera esquemática, en primer lugar, el 
artículo cuenta con dos párrafos, de manera a darnos a entender, las cuestiones que 
aborda, inicia determinando los tipos de centros educativos terciarios existentes o 
que podrían existir, al distinguir entre universidades e institutos superiores, dotando 

��Dr. Antonio Tellechea Solís y Dr. Luis Lezcano Claude, Constitución de la República del Paraguay (Asunción, Paraguay: La Ley 
Paraguaya S.A., 2002), 10.
��Dr. Antonio Tellechea Solís y Dr. Luis Lezcano Claude, Constitución de la República del Paraguay (Asunción, Paraguay: La Ley 
Paraguaya S.A., 2002), 40.
��Dr. Antonio Tellechea Solís y Dr. Luis Lezcano Claude, Constitución de la República del Paraguay (Asunción, Paraguay: La Ley 
Paraguaya S.A., 2002), 40.
��Dr. Antonio Tellechea Solís y Dr. Luis Lezcano Claude, Constitución de la República del Paraguay (Asunción, Paraguay: La Ley 
Paraguaya S.A., 2002), 40.
��Miguel A. Pangrazio, Las Constituciones del Paraguay (Asunción, Paraguay: Intercontinental Editora, 2012), 102.
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a ambas de objetivos/finalidades principales e idénticas, conforme a la redacción.

 En segundo lugar, en el párrafo siguiente del mismo artículo, encontramos 
la expresión directa de sus características esenciales “LAS UNIVERSIDADES SON 
AUTONÓMAS… SERÁN CREADAS POR LEY.”��, sin referencia alguna al tipo de 
universidad referida, con lo cual se desprende que habla indistintamente de públicas 
y privadas, delimitando su implicancia, al disponer el alcance efectivo de dicha 
autonomía, fundamentalmente referida al establecimiento de sus estatutos, es decir 
sus normas guías elementales a ser dictadas por sus órganos propios de gobierno en 
la forma que estas indiquen, sin más límites que las dispuestas por su ley de 
creación, así como la construcción de planes de estudio conforme la política 
educativa y planes de desarrollo nacional que debería ser impulsada a propuesta por 
el Gobierno Nacional. 

 Sencillamente no encontramos una definición propia de carácter positivo 
constitucional del alcance de este, empero sí encontramos una delimitación, como 
señalamos anteriormente, lo cual genera una idea de su contenido, con lo que ayuda 
a establecer campos de acción para su resguardo. Siguiendo el análisis del Dr. 
Daniel Mendonca, podríamos hablar de “tres ámbitos específicos: la autonomía 
académica, autonomía institucional y la autonomía financiera. La autonomía 
académica supone que la universidad alcanza sus fines en virtud de la libertad de 
cátedra e investigación y el libre examen y discusión de ideas, la libre 
determinación de sus planes y programas, y la  fijación de los términos de ingreso, 
promoción y permanencia del personal académico y del cuerpo estudiantil. La 
autonomía institucional, por su lado, implica, en lo esencial, el libre nombramiento 
de sus autoridades y el otorgamiento de sus  normas de funcionamiento dentro del 
marco de su propia carta orgánica. La autonomía financiera, finalmente, conlleva 
la libre administración de su patrimonio y la libre determinación de los rubros en 
que invertirán los recursos”��, análisis expresado en general sin distinción del tipo 
de universidad, pública o privada.

 Pero al detenernos a analizar que la misma Constitución nos diga “Las 
universidades, tanto públicas como privadas, serán creadas por ley,…”, realiza un 
reconocimiento expreso sobre la existencia de dos tipos de universidades, por un 
lado las públicas, obligación y responsabilidad del Estado en cumplimiento de sus 
fines, y por otro lado las privadas, derecho en virtud del cual particulares pueden 
instaurar una universidad, ambos por los medios legales determinados; además 
como hemos señalado previamente a este tiempo ya existían la Universidad 
Nacional de Asunción, la Universidad Católica “Nuestra Señora de la Asunción” y 
la Universidad Columbia del Paraguay creada en 1991, y al decir del Dr. Manuel 
Ramirez Candia, establece por ende, “libertades para las entidades privadas y 
competencias para las públicas”��, la cuales describimos en el siguiente cuadro�� en 
paralelo:

��Miguel A. Pangrazio, Las Constituciones del Paraguay (Asunción, Paraguay: Intercontinental Editora, 2012), 102.
��Daniel Mendonca, Apuntes Constitucionales (Asunción, Paraguay: Intercontinental Editora, 2012), 153.
��Manuel Ramírez Candia, Derecho Constitucional Paraguayo (Asunción, Paraguay: Editora Litocolor SRL, 2016), 501.
��Cuadro elaborado por el autor del ensayo, en base a la descripción del libro:
Manuel Ramírez Candia, Derecho Constitucional Paraguayo (Asunción, Paraguay: Editora Litocolor SRL, 2016), 501-503.
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 El paralelismo lo realizamos de manera a visualizar más claramente, la 
distinción existente entre ambos tipos de universidades, exclusivamente en 
atención al tenor de la peculiaridad del carácter de las personas jurídicas públicas 
(universidades públicas) quienes ejercen efectivamente la autonomía, en las facetas 
descriptas,  distinta de las personas jurídicas privadas (universidades privadas) que 
gozan de libertades, y nos señala las distinciones al respecto, al hallar, la primeras 
(públicas) más restringidas su campo de acción que las segundas (privadas).

 Las universidades públicas gozan de autonomía en cuanto a su capacidad 
de establecer su organización conforme a sus propias disposiciones emanadas de 
sus órganos de gobierno, conjugando en su autonomía normativa lo relativo a las 
libertades normativas y de gobierno de las universidades privadas. En cuanto a la 
libertad administrativa y la autonomía administrativa, de una y otra 
respectivamente, ambas encuentran límites en la ley, las privadas la hallan en la 
normativa laboral especial y las públicas la encuentran en las descriptas en el cuadro 
desarrollado. Al hablar de autarquía, tanto en función de la libertad de las privadas o 
la autonomía de las públicas, encontramos la esencial diferencia que las públicas 
dependen de la aprobación del Presupuesto General de la Nación para cada ejercicio 
anual, establecido en el art. 216 de la Constitución vigente, en contraposición las 
privadas dependen de sus propios ingresos y administrarlos para funcionar. Al 
fijarnos en lo concerniente a la libertad y autonomía académica, de uno y otro, 
vemos que la liberalidad opera condicionada a la limitación expresa de hallarse “de 
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acuerdo con la política educativa y los planes de desarrollo nacional”��, entiéndase 
se puede desarrollar todo dentro del citado marco y con la finalidad descripta en bien 
de la nación.

 Interesante, como encontramos en el primer párrafo citado del presente 
artículo que la autonomía únicamente se refiere a la universidad, no así a los 
Institutos Superiores, quienes están eximidos de esta característica peculiar de las 
universidades, pese a serle impuesta la misma finalidad u objetivos, podríamos 
exponer los fundamentos de la presente distinción, pero en la presente ocasión 
haremos mera mención del hecho, por economía didáctica en el abordaje del tema. 

 Por último, el presente artículo encierra en el mismo párrafo referido, en 
medio de tanto, la garantía relacionada con la libertad de enseñanza y de cátedra, 
cuestión trascendente de nuestra nueva Constitución como resguardo particular del 
contenido educativo impartido por las instituciones de educación superior, pues 
conforme a la redacción no se presenta distinción sobre el goce del derecho, pero si 
lo deja expuesto en función al cumplimiento efectivo de la autonomía. Finalmente, 
encontramos el encargo de su creación a ser dispuesta en cada caso por ley, es decir, 
surgen bajo el imperio normativo del Estado cuyo tratamiento complejo�� 
encontramos establecido en el ordenamiento constitucional en los art. 203 y 
siguientes concordantes, previo estudio de ambas Cámaras (origen y revisora) 
requiriendo la aprobación del Órgano Legislativo con cuya sanción, se procede a 
remitir al Órgano Ejecutivo para en caso de acuerdo, lo promulgue con fuerza de ley, 
creando por medio de dicha ley una nueva institución educativa superior, sea ella 
una universidad, habilitada a en su seno impartir la universalidad de áreas del saber 
de conocimientos o un instituto superior, en cuyo caso se establece y restringe.

IV- AUTONOMÍA UNIVERSITARIA EN LA LEY, DESDE LA VIGENCIA 
DE LA CONSTITUCIÓN DEL PARAGUAY 1992

 Antecede a la Constitución de 1992, la primera ley N° 828/1980 “De las 
Universidades” establecida aún bajo el la vigencia de la Constitución de 1967, bajo 
cuyo amparo fueron creadas 6 universidades��, que fue derogada con la entrada en 
vigencia de la Ley N° 136/1993 “De las Universidades”, denominada de la misma 
forma que su antecesora, pero cuyo espíritu concreta las ideas constitucionales 
renovadas con la sanción de la Constitución de 1992, bajo cuya vigencia fueron 
creadas 16 universidades��, estableciendo la autonomía en el “Artículo 5°.- La 
autonomía reconocida por esta Ley a las Universidades implica fundamentalmente 
la libertad para fijar sus objetivos y metas, sus planes y programas de estudios, de 
investigación y de servicios a la colectividad, crear universidades académicas o 
carreras, con la previa aprobación del Consejo de Universidades, elegir a sus 
autoridades democráticamente y nombrar a sus profesores, administrar sus fondos 

��Dr. Antonio Tellechea Solís y Dr. Luis Lezcano Claude, Constitución de la República del Paraguay (Asunción, Paraguay: La Ley 
Paraguaya S.A., 2002), 43.
��A modo de aclaración, señalamos que el proceso de formación, sanción y promulgación de una ley es sumamente más complejo que lo 
descripto de manera breve y sencilla, en atención a las múltiples variables establecidas y permitidas por el ordenamiento constitucional 
paraguayo de 1992.
��Derlis Noguera, Entre la Autonomía y Libertad (Asunción, Paraguay: Marben Editora y Gráfica, 2018), 60.
��Derlis Noguera, Entre la Autonomía y Libertad (Asunción, Paraguay: Marben Editora y Gráfica, 2018), 61.
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y relacionarse con otras Instituciones similares.”��, debiendo requerirse para la 
creación de Universidades de la aprobación previa del Consejo de universidades y 
sosteniendo de conformidad con la Constitución los alcances de la autonomía.

 Tras 13 años de vigencia, se sanciona la Ley N° 2529/2006, que modifica 
los artículos 4°, 5°, 8° y 15° de la Ley N° 136/1993, específicamente como 
señalamos modifica el “Artículo 5º.- La autonomía reconocida por esta Ley a las 
universidades implica fundamentalmente la libertad para fijar sus objetivos y 
metas, sus planes y programas de estudios, de investigación y de servicios a la 
colectividad, crear unidades académicas o carreras, elegir sus autoridades 
democráticamente y nombrar a sus profesores, administrar sus fondos y 
relacionarse con otras instituciones similares.”��, donde se establecía lo 
relacionado a la creación de Universidades previa aprobación del Consejo de 
Universidades, vemos que el requisito es suprimido con la modificación, y durante 
la vigencia de ella hemos visto el surgir de 26  universidades��. Al cuarto año de 
vigencia se sanciona la Ley N° 3973/2010 “QUE MODIFICA PARCIALMENTE EL 
ARTICULO 1º DE LA LEY Nº 2529/06, “QUE MODIFICA LOS ARTICULOS 4º, 
5º, 8º Y 15 DE LA LEY Nº 136/93, 'DE UNIVERSIDADES”��, entiéndase 
nuevamente es modificado el artículo referido a la autonomía, pero en este caso es 
para volver a la redacción original de la Ley N° 136/1993, bajo cuyo régimen fueron 
creadas 4 universidades��.

1- Tratamiento de la Autonomía Universitaria en la Ley

 Actualmente se encuentra vigente la Ley 4995/2013 “De educación 
superior”, que crea el Consejo Nacional de Educación Superior, en el “art.9: Son 
funciones del Consejo Nacional de Educación Superior: a. Velar por el 
cumplimiento de la garantía  constitucional de la autonomía de las 
universidades…”��, nuevamente, en la ley especial encontramos, la restricción 
dentro del espacio de las instituciones educativas de nivel terciario la prerrogativa 
excluyente referida únicamente a las universidades, obviando a los Institutos 
Superiores de conformidad a la Constitución. En ella se establece el Órgano Estatal 
(específicamente en el art. 7 de la mencionada ley) encargado de custodiar el 
resguardo especial que establece la Constitución en su redacción para con las 
Universidades. 

La misma ley determina la implicancia fundamental de la autonomía, en su doble 
abordaje, netamente académico y administrativo, todo en el artículo 33, en el 
siguiente cuadro�� los distinguiremos: 

��Ley N° 136/93 De Universidades, art. 5.
��Ley N° 2529 Que Modifica los Artículos 4°, 5°, 8° y 15 de la Ley N° 136/93 “De Universidades”, art. 1.
��Derlis Noguera, Entre la Autonomía y Libertad (Asunción, Paraguay: Marben Editora y Gráfica, 2018), 62- 63.
��Ley N° 3973/2010 Que Modifica Parcialmente el Artículo 1° de la Ley N° 2529 Que Modifica los Artículos 4°, 5°, 8° y 15 de la Ley 
N° 136/93 “De Universidades”, art. 1.
��Derlis Noguera, Entre la Autonomía y Libertad (Asunción, Paraguay: Marben Editora y Gráfica, 2018), 64.
��Ley N° 4995/2013 “De Educación Superior”, art. 9.
��Cuadro y determinación de aspectos propios del autor del presente ensayo, basado en:
Ley N° 4995/2013, “De Educación Superior”, art. 33.
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 Este cuadro nos muestra, que conforme hemos sostenido dentro del 
abordaje constitucional, al hacer las puntualizaciones en base a las reflexiones de los 
autores citados (Mendonca y Ramirez Candia), encontramos centrado el alcance de 
la autonomía tanto académica como administrativa (autarquía). A ello sumamos el 
inciso “p. Realizar otros actos conforme a sus fines.”��, lo cual no es ni 
administrativo ni académico puro, pues confiere un habilidad especial, la 
posibilidad de hacer extensiva la implicancia de la autonomía conforme los fines de 
las universidades de conformidad al artículo 79 de la Constitución.

 Encomendándosele resguardar la libertad curricular, el contenido de los 
curriculums en función a materias y el contenido a ser abordado, además conforme 
lo señalamos ut supra, la  libertad de organizar las instituciones garantizando la 
seguridad para los usuarios del sistema educativo en la formación profesional 
custodiando el bien público denominado Educación Superior, mencionado en el art. 
4 de la Ley N° 4995/2013.

��Ley N° 4995/2013, “De Educación Superior”, art. 33.
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 A modo de comentario, a fin de guiar al lector a una comprensión más 
acabada del tema, pues el tratamiento íntegro demanda más espacio, el cual no 
poseemos, sugerimos dar lectura a la Resolución CONES N° 166/2015, que busca 
dar respuesta a “exigencias para el efectivo cumplimiento de las normas vigentes, a 
fin de precautelar y acompañar los derechos y las obligaciones de todos los 
destinatarios de la Ley N° 4995/2013…”��.

2- Abordaje en el Libro Blanco del CONES sobre el tema de la Autonomía

 En cuanto al Consejo Nacional de Educación Superior, en el marco del 
desarrollo de sus objetivos basados en su normativa, la Ley 4995/2013, produjo en 
el año 2017, su Libro Blanco, que busca establecerse “como aporte gubernamental 
e institucional a fin de proyectar y fortalecer el sistema de educación superior, como 
bien público”��, abordando en él diversas categorías del “estado del arte de la 
educación superior”��, uno de ellos, Gobernanza��, donde encontramos  las 
subcategorías: dimensiones de la autonomía, rendición de cuentas y modelo de 
gestión��.

Dentro de las líneas de acción  toma el cuadro de “Dimensiones de la autonomía 
institucional según OCDE (2008)”��, que trascribimos a continuación:

��Resolución CONES N° 166/2015 “Que Reglamenta la Ley N° 4995/2013 – De Educación Superior”.
��Resolución CONES N° 361/2017 “Que Aprueba el Libro Blanco del Consejo Nacional de Educación Superior (CONES)”, art. 1.
��Consejo Nacional de Educación Superior (CONES), Libro Blanco para la Educación Superior (Asunción, Paraguay: Consejo 
Nacional de Educación Superior, 2017), 18.
��Consejo Nacional de Educación Superior (CONES), Libro Blanco para la Educación Superior (Asunción, Paraguay: Consejo 
Nacional de Educación Superior, 2017), 21.
��Consejo Nacional de Educación Superior (CONES), Libro Blanco para la Educación Superior (Asunción, Paraguay: Consejo 
Nacional de Educación Superior, 2017), 19.
��Consejo Nacional de Educación Superior (CONES), Libro Blanco para la Educación Superior (Asunción, Paraguay: Consejo 
Nacional de Educación Superior, 2017), 22.
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V-  CONCLUSIÓN

 Como hemos analizado, la autonomía es exclusivamente un derecho 
propio de las Universidades, sean estas públicas o privadas. Se concreta en el 
aspecto académico y administrativo de la institución.

 Abarca la determinación de normativas propias, dictadas por sus órganos 
para regir a sus estamentos, con lo cual genera la posibilidad de regir su institución 
dentro del marco de su Ley de creación; sumando a la habilidad autárquica de 
administración de recursos financieros en cumplimiento de objetivos conforme a lo 
necesario para materializar las finalidades establecidas en el artículo 79, párrafo 
primero, referida a la formación profesional, investigación científica y tecnológica e 
incluso la extensión universitaria.

 De conformidad al segundo párrafo del citado artículo 79, también posee 
la libertad de elaborar sus planes y programas de estudio en concordancia con la 
política educativa y planes del desarrollo nacional que debería encontrar su 
elaboración en los Órganos del Estado competentes en la materia. También 
garantiza la plena libertad de enseñanza y de cátedra en el ejercicio de la tarea 
docente sin injerencia alguna.

 Concretar la defensa efectiva de la característica más significativa de las 
universidades, al hablar de autonomía, es un desafío constante, que interpela 
diariamente a quienes realizan la noble tarea de tender a defender ese espacio de 
libertad integral, por amenazas de diversa índole, que obligan en ocasiones a 
establecer debates sustanciales sobre su contenido.

 Tanto la libertad de las universidades privadas, como la autonomía de las 
universidades públicas, las dotan de un gran campo de acción en cumplimiento de 
sus fines constitucionales en consonancia con mandatos legales, toda vez que las 
instituciones cumplan con los preceptos allí positivados, que buscan dotar a nuestro 
país de institucionalidad en el ámbito de la educación superior como bien público.  
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